Radicación No.: 66001-31-05-003-2022-00090-01

Demandante: María Ruby Bedoya Pérez
Demandado: Colpensiones y otro

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

PENSIONES / PENSIÓN DE VEJEZ / COTIZACIONES EN MORA / INTERESES MORATORIOS 

MORA Y FALTA DE AFILIACIÓN – Consecuencias.
… La jurisprudencia patria ha sido clara en determinar que ni la mora en el pago de los aportes ni la falta de afiliación por parte del empleador pueden perjudicar las aspiraciones del trabajador de obtener el reconocimiento pensional, sumándose los tiempos echados de menos por la omisión de las obligaciones del patrono, siempre que en el curso del proceso logre demostrar el vínculo contractual durante los periodos incumplidos. Esto por cuanto el trabajador que cumplió con sus obligaciones – prestación del servicio-, no tiene por qué soportar la negligencia de los restantes actores del sistema.  

… No obstante, si bien en ambos supuestos (mora y falta de afiliación), una vez acreditada la relación laboral, la obligación de reconocimiento de la prestación está a cargo de la administradora pensional; dependiendo de la situación que se presente, al empleador le compete o bien efectuar el pago de los aportes debidos con los respectivos intereses moratorios, en caso de la mora patronal o,  tratándose de la falta de afiliación, cancelar el valor del cálculo actuarial por los tiempos en que no hubo vinculación al sistema pensional por el respectivo empleador, toda vez que en este último caso, no le era posible a la Administradora de Fondos efectuar las acciones de cobro coactivo que eran su responsabilidad, solo en el caso de mora en el pago de aportes. 
INTERESES MORATORIOS – Son de naturaleza resarcitoria.

… Señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993, que “a partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”. … La norma en comento opera como un mecanismo resarcitorio que se activa ante la tardanza en el pago de las mesadas pensionales derivadas de los riesgos de invalidez, vejez y muerte. El resarcimiento previene de la pérdida del poder adquisitivo del dinero y busca reparar el daño patrimonial que supone la demora en el pago de las obligaciones pensionales a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones. 
… El carácter particularmente resarcitorio del interés previsto en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo emparenta al mundo de las obligaciones objetivas, pues la norma en comento no se detiene en miramientos particulares o subjetivos, ya que solo basta la mora para que, de iure, asome la obligación de pagar intereses moratorios. En cambio, frente a las sanciones, por su relación directa con la conducta del autor del daño antijurídico, es posible que se hable de causales o circunstancias de exoneración, dentro de la que perfectamente cabe, por ejemplo, la buena fe del moroso.
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Acta No. 21 del 17 de febrero de 2025
La Sala Primera de Decisión Laboral del Tribunal Superior de Pereira, integrada por las Magistradas ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN, como Ponente, y OLGA LUCÍA HOYOS SEPÚLVEDA, y el Magistrado GERMÁN DARÍO GÓEZ VINASCO, procede a proferir la siguiente sentencia escrita dentro del proceso ordinario laboral instaurado por MARIA RUBY BEDOYA PEREZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES- y LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO. 
PUNTO A TRATAR

Por medio de esta providencia procede la Sala a resolver el grado jurisdiccional de consulta dispuesta en favor de COLPENSIONES y el recurso de apelación presentado por esta misma administradora pensional en contra de la sentencia proferida el 25 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira. Para ello se tiene en cuenta lo siguiente: 

1. LA DEMANDA Y LA CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA
La citada demandante solicita que, previa declaración de la existencia de un contrato de trabajo entre ella y el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO del 08 de junio de 1993 al 30 de diciembre de 1997, se condene al empleador a asumir el pago de los periodos de febrero, julio a octubre de 1995, abril de 1996 a enero de 1997.
Concomitante con lo anterior, persigue que se condene a COLPENSIONES a reconocer y pagar en su favor la pensión de vejez a partir del 02 de enero de 2015 en cuantía del salario mínimo y por 14 mesadas anuales, junto con el respectivo retroactivo pensional y los intereses moratorios.
Para fundar tales pedidos, indica que nació el 25 de septiembre de 1952 y siempre ha estado afiliada a COLPENSIONES, razón por la cual el 03 de marzo de 2020, solicitó ante la administradora pensional el reconocimiento y pago de la pensión de vejez, informando en la petición de inconsistencias en su historia laboral y periodos en mora con el empleador LEONEL VALENCIA LONDOÑO; no obstante, la prestación le fue negada mediante Resolución SUB 125276 del 10 de junio de 2020, por no acreditar la densidad de semanas necesarias conforme a la Ley 797 de 2003.
Agrega que laboró como operaria para el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO entre el 08 de junio de 1993 y el 30 de diciembre de 1997 y que su empleador omitió cotizar a pensión por los periodos de febrero, julio a octubre de 1995, abril de 1996 a enero de 1997.

Finalmente aduce que, con la inclusión de los periodos en mora, acredita un total de 1.006 semanas válidas para pensión; que su última cotización data del 01 de enero de 2015 y que mediante Resolución GNR 179828 de 2015 COLPENSIONES le reconoció indemnización sustitutiva de la pensión de vejez por valor de $6.950.874.
 La Administradora Colombiana de Pensiones – Colpensiones- se opuso al triunfo de las pretensiones aduciendo que la actora no reúne los requisitos para el reconocimiento de la pensión de vejez, toda vez que únicamente registra 907 semanas en toda su vida laboral, en el entendido que los ciclos echados en falta con el empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO no pueden ser tenidos en cuenta hasta que se pruebe la presunta relación laboral y se efectúe el pago. Así, propuso como excepciones de mérito las que denominó: “inexistencia de la obligación”, “buena fe”, “prescripción”, “imposibilidad jurídica para reconocer y pagar derechos por fuera del ordenamiento legal”, “imposibilidad de condena en costas”, “genérica” y “declaratoria de otras excepciones”.
El Curador Ad-litem del señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO no propuso en defensa de su representado excepciones de mérito y, en cuanto a las pretensiones, afirmó que se atiene a lo que resulte probado. 
2. SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
La jueza de primera instancia declaró que entre la señora MARIA RUBY BEDOYA PEREZ y LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO existió un contrato de trabajo del 08 de junio de 1993 al 20 de diciembre de 2007 -sic- y que el empleador incumplió con la cotización de los meses de julio, agosto, septiembre y octubre de 1995; abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre y diciembre de 1996. En consecuencia, requirió a COLPENSIONES para que ejecute las acciones de cobro coercitivo contra el señor VALENCIA LONDOÑO y que incluya en la historia laboral los ciclos faltantes.  
Por otra parte, declaró que la señora MARIA RUBY BEDOYA PEREZ, como beneficiaria del régimen de transición contemplado en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tiene derecho al reconocimiento y pago de la pensión de vejez conforme al Acuerdo 049 de 1990 a partir del 17 de marzo de 2019 en cuantía del SMLMV. De acuerdo con ello ordenó a COLPENSIONES pagar, por concepto de retroactivo pensional, la suma de $57.707.201, resultado de descontar del total de mesadas debidas, la suma de $6.950.874 por indemnización sustitutiva y $4.381.452 por aportes en salud.
Finalmente, declaró probada parcialmente la excepción de prescripción, condenó en costas procesales a COLPENSIONES en un 60% y al empleador en un 100%, ambos en favor de la demandante.
Para arribar a tal determinación, previo recuento de los requisitos del contrato de trabajo y los efectos de la mora patronal, encontró que la prueba testimonial y la historia laboral allegada por COLPENSIONES dan cuenta de la existencia del contrato de trabajo que ató a la demandante y al señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO entre el 08 de junio de 1993 y el 20 de diciembre de 1997 y que el empleador incumplió con el pago de las cotizaciones de los meses de febrero, julio a octubre de 1995 y abril a diciembre de 1996, como quiera que la novedad de retiro tan solo fue reportada hasta el 20 de diciembre de 1997.
Agregó que, como COLPENSIONES no ejerció las acciones necesarias para obtener el recaudo real de los aportes omitidos por el empleador, debe tener en cuenta los ciclos dejados de cotizar por el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO e incluirlos en la historia laboral de la actora, con un IBC equivalente al salario mínimo.
En cuanto al derecho pensional, concluyó que, al sumar los periodos en mora por el empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO y los que se reportan en la historia laboral, la actora alcanzó 537.14 entre el 21 -sic- de septiembre de 1987 y el 21 -sic- de septiembre de 2007, última calenda en que alcanzó los 55 años, por lo cual causó la prestación en virtud del Acuerdo 049, en aplicación del régimen de transición, a partir de su última cotización y en cuantía del salario mínimo. 
No obstante, ante la excepción de prescripción propuesta por COLPENSIONES, encontró que, como la demanda se presentó el 17 de marzo de 2022, el reconocimiento de la pensión debe hacerse a partir del 17 de marzo de 2019 y por 13 mesadas, atendiendo que el Acto Legislativo 01 de 2005 eliminó la mesada 14. 
Finalmente, absolvió a COLPENSIONES de los intereses moratorios al considerar que la administradora pensional resolvió la solicitud pensional dentro del término de ley, adicional a lo cual solo en el trámite del proceso se logró acreditar el cumplimiento de los requisitos para acceder a la pensión de vejez, teniendo en cuenta los ciclos en mora. 
3. RECURSOS DE APELACIÓN Y PROCEDENCIA DE LA CONSULTA
Tanto la señora MARIA RUBY BEDOYA PEREZ como COLPENSIONES interpusieron recurso de apelación en contra de la sentencia de primera instancia. La demandante limitó su inconformidad frente a la decisión de la a-quo de no imponer a la administradora pensional el pago de los intereses moratorios desde el 17 de marzo de 2019, toda vez que el espíritu de dichos réditos es resarcir el perjuicio de la afiliada que cumplía con los requisitos y aun así no se efectúa el reconocimiento en sede administrativa.
Por su parte, COLPENSIONES recurre la decisión argumentando que el reconocimiento de la pensión debe quedar condicionado al pago del cálculo actuarial por parte del empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO, en el entendido que la condena en los términos establecidos por la a-quo atenta contra la sostenibilidad financiera del sistema, al no contar la administradora pensional con los dineros para sufragar la pensión, adicional a lo cual el juzgado acogió una nueva interpretación jurisprudencial respecto a la forma de contabilizar los ciclos de cotización en días calendario, que no pudo ser tenida en cuenta por COLPENSIONES y, por ello, negó la prestación en sede administrativa. Con este último argumento persigue que se revise la condena en costas. 
En cuanto al grado jurisdiccional de consulta, como quiera que la decisión de primer grado fue adversa a los intereses de COLPENSIONES, en esta instancia se admitió la consulta en favor de dicha entidad. 
4. ALEGATOS DE CONCLUSIÓN/CONCEPTO DEL MINISTERIO PÚBLICO
Analizados los alegatos presentados por COLPENSIONES, mismos que obran en el expediente digital y a los cuales nos remitimos por economía procesal en virtud del art. 280 del C.G.P., la Sala encuentra que los argumentos fácticos y jurídicos expresados concuerdan con los puntos objeto de discusión en esta instancia y se relacionan con el problema jurídico que se expresa a continuación.

5. PROBLEMA JURÍDICO
Por el esquema del recurso de apelación y dando alcance al grado jurisdiccional de consulta, la Sala deberá determinar lo siguiente:

1. ¿Es viable sumar los periodos de cotización en mora y/o por falta de afiliación a cargo de LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO a la historia laboral de la demandante, para alcanzar la densidad mínima de cotizaciones para acceder a la pensión de vejez? 
De ser positiva la respuesta anterior ¿la demandante acreditó los requisitos para causar la prestación conforme al acuerdo 049 de 1990?
6. CONSIDERACIONES
6.1. Mora del empleador en el pago de aportes pensionales y falta de afiliación.
La jurisprudencia patria ha sido clara en determinar que ni la mora en el pago de los aportes ni la falta de afiliación por parte del empleador pueden perjudicar las aspiraciones del trabajador de obtener el reconocimiento pensional, sumándose los tiempos echados de menos por la omisión de las obligaciones del patrono, siempre que en el curso del proceso logre demostrar el vínculo contractual durante los periodos incumplidos. Esto por cuanto el trabajador que cumplió con sus obligaciones – prestación del servicio-, no tiene por qué soportar la negligencia de los restantes actores del sistema.  

No obstante, si bien en ambos supuestos (mora y falta de afiliación), una vez acreditada la relación laboral, la obligación de reconocimiento de la prestación está a cargo de la administradora pensional; dependiendo de la situación que se presente, al empleador le compete o bien efectuar el pago de los aportes debidos con los respectivos intereses moratorios, en caso de la mora patronal o,  tratándose de la falta de afiliación, cancelar el valor del cálculo actuarial por los tiempos en que no hubo vinculación al sistema pensional por el respectivo empleador, toda vez que en este último caso, no le era posible a la Administradora de Fondos efectuar las acciones de cobro coactivo que eran su responsabilidad, solo en el caso de mora en el pago de aportes.  Así lo explicó el máximo órgano de cierre en la sentencia SL 4336 de 20211:
“ la Sala ha adoctrinado que la administradora de pensiones debe asumir el pago de la pensión respectiva cuando no adelanta las acciones pertinentes para obtener el recaudo de los aportes que registran en mora en la historia laboral y estos son suficientes para alcanzar el derecho pensional (CSJ SL2074-2020, CSJ SL6030-2017, CSJ SL3399-2018 y CSJ SL3550-2018), este criterio presupone que el trabajador dependiente estaba afiliado al sistema en los términos del artículo 15 de la Ley 100 de 1993, pues solo así puede predicarse su estado de cotizante, que no debe anularse por el hecho de que se presente mora en el pago de los periodos.
En otros términos, no basta que se acredite razonablemente o se tenga una inferencia plausible sobre la relación laboral efectiva, condición también necesaria (CSJ SL1355-2019 y CSJ SL3056-2019), sino además que el empleador cumplió con su obligación de afiliar al trabajador y reportar al ente pensional la vigencia del vínculo que genera la obligación de cotizar, de modo que en favor de este último se configure una deuda o crédito cobrable ante el incumplimiento en el pago del aporte.
(…) Lo anterior por cuanto al no mediar afiliación o inscripción, no surge la cotización que permita hablar de mora en el cubrimiento de aportes, ni se abren paso las acciones de cobro que contemplan las normas referentes a la recaudación de cotizaciones.
En ese entendido, en el caso de la mora o el pago tardío de aportes, cuando no hay gestión de cobro por parte de la entidad de seguridad social, no puede existir la declaratoria de «deuda incobrable» sobre las cotizaciones que se registran en mora, por lo que no cabrían los efectos del artículo 75 del Decreto 2665 de 1988, cuáles son los de tener por inexistentes esas cotizaciones, por lo que, al cumplir el trabajador con la carga de probar que prestó el servicio por los periodos que echa de menos en su historia laboral, es procedente ordenar vía judicial el reconocimiento pensional, teniendo en cuenta tales periodos. Asimismo, ocurre en cuanto a la falta de afiliación del trabajador por parte de su empleador, pues si bien la entidad de seguridad social no tuvo la oportunidad de efectuar acciones cobro sobre unos periodos que no conoció, el derecho pensional del trabajador no puede ceder ante la negligencia del patrono y, por ende, en estos casos, judicialmente es viable ordenar el pago del cálculo actuarial al empleador con destino a la administradora pensional, y esta última, a su vez reconocer la pensión deprecada.   
 
En el último caso, se ha sostenido de tiempo atrás por esta Corporación que para que los periodos sean tenidos en cuenta a efectos de contabilizar las semanas cotizadas, se requiere la cancelación previa y a satisfacción del cálculo actuarial ante el fondo de pensiones; sin embargo, desde la sentencia 66001-31-05-005-2022-00049-01 del 01 de marzo de 2024 y, en atención a la tesis mayoritaria de esta Corporación, vertida en la sentencia radicado 005-2015-00374-01 del 19 de septiembre de 2022 con ponencia del Magistrado Germán Darío Góez Vinasco se recogió dicho precedente para, en adelante, no condicionar el reconocimiento de la pensión al pago del cálculo actuarial, de acuerdo con lo siguiente: 
“Establece el parágrafo 1 del artículo 33 de la Ley 100 de 1993, para efecto del cómputo de la semanas, entre otras, se tiene en cuenta el tiempo de servicios como trabajadores vinculados con aquéllos empleadores que por omisión no hubieren afiliado al trabajador – como aquí sucede -, caso en el cual, dicho cómputo se hace procedente siempre y cuando el empleador traslade, con base en el cálculo actuarial, la suma correspondiente del trabajador que se afilie, a satisfacción de la entidad administradora. 

Ahora, dicho precepto de manera alguna supedita el pago de la prestación al momento de pago del cálculo actuarial, teniendo en cuenta que la omisión y la falta de afiliación tienen un similar tratamiento porque las entidades de seguridad social continúan a cargo del reconocimiento de las prestaciones y además cuentan con los mecanismos coactivos para su cobro y, tal hipótesis asegura la efectividad del derecho fundamental a la pensión, así como a los principios de la seguridad social, aspectos todos estos que lo devela la sentencia SL143388/2015, SL051-2018 reiterada en la SL233/2020, así: 

“[...] Ahora bien, aquí y ahora, para la Corte resulta preciso reivindicar la mencionada orientación y evolución en su jurisprudencia, pues el mencionado traslado de responsabilidades entre entidades de la seguridad social – para pago de las pensiones - y empleadores – para pago de cálculos actuariales -, es el que resulta más adecuado a los intereses de los afiliados y el más acoplado a los objetivos y principios del sistema de seguridad social. 
Así lo sostiene la Corte porque, en primer término, la referida doctrina encuentra pleno apoyo en la evolución de la normatividad reflejada en disposiciones como el artículo 33 de la Ley 100 de 1993, el artículo 9 de la Ley 797 de 2003 y los Decretos 1887 de 1994 y 3798 de 2003. Asimismo, se acopla perfectamente a los principios de la seguridad social de universalidad, unidad e integralidad, que velan por la protección de las contingencias que afectan a todos los trabajadores, en el sentido amplio del término, a través de un sistema único, articulado y coherente, que propende por eliminar la dispersión de modelos y de responsables del aseguramiento que se tenía con anterioridad. 
Por otra parte, para la Corte la solución a situaciones de omisión en la afiliación que se ha venido reseñando resulta eficiente, pues reconoce prioritariamente el trabajo del afiliado, como base de la cotización, a la vez que garantiza el reconocimiento oportuno de las prestaciones, sin resquebrajar la estabilidad financiera del sistema, ya que se propende por la integración de los recursos por parte de los empleadores, con instrumentos como el cálculo actuarial y herramientas de coacción como las que tienen legalmente las entidades de seguridad social. 
De igual forma, para la Corte, esta orientación es la respuesta más adecuada a los intereses de los afiliados, pues se les garantiza el pago de sus prestaciones a través de entidades del sistema de seguridad social, que tienen una mayor solidez financiera, vocación de permanencia y estabilidad, a la vez que una menor volatilidad que la que pueden tener determinadas empresas. 
Dicho ello, la Sala reitera que, ante hipótesis de omisión en la afiliación del trabajador al sistema de pensiones, es deber de las entidades de seguridad social tener en cuenta el tiempo servido, como tiempo efectivamente cotizado, y obligación del empleador pagar un cálculo actuarial, por los tiempos omitidos, a satisfacción de la respectiva entidad de seguridad social. (negrillas fuera del texto).” 
Más adelante, en sentencia SL3154-2021 en un caso similar, la Corte decidió revocar la decisión del Tribunal y dejar incólumes los numerales de la providencia del Juzgado que reconocieron la prestación sin condiciones, eso sí, sin relevar la obligación del empleador a pagar a COLPENSIONES el cálculo actuarial correspondiente. En dicha sentencia aclaró que no se puede condicionar el reconocimiento de la prestación al pago del cálculo actuarial y expresó: “(…) el ad quem incurrió en los desaciertos jurídicos endilgados por la censura, por cuanto resulta inadmisible que hubiese condicionado la preservación del régimen de transición del promotor del litigio y, por contera, el reconocimiento de la pensión de vejez, al pago del título pensional.”. 

Bajo tales parámetros jurisprudenciales es que le asiste parcialmente la razón al demandante en su apelación, en cuanto al condicionamiento en el reconocimiento de la prestación, máxime cuando es deber de COLPENSIONES tener en cuenta el tiempo servido como tiempo efectivamente cotizado reconociendo prioritariamente el trabajo del afiliado y el pago oportuno de las prestaciones, sin que ello, ponga en peligro la estabilidad financiera del sistema, ya que se integran los recursos por parte de los empleadores, con instrumentos como el cálculo actuarial y herramientas de coacción”. 
En este punto, no sobra decir que la Corte Suprema de Justicia, entre otras en la sentencia SL1026 de 20222, aclaró que no es procedente el pago únicamente de los aportes debidos, pues la omisión endilgada solo se subsana con el pago del cálculo actuarial que no es una simple proyección de cotizaciones o aportes de periodos anteriores, sino que corresponde al capital necesario para el financiamiento de la pensión del trabajador, sin que de modo alguno la norma establezca la contribución por parte del trabajador.

Al margen de lo anterior, se debe indicar que las normas que regulan el proceso de recaudo contenidas en el Decreto 2665 de 1988 mantienen su vigencia, por la remisión que a ella hace el artículo 31 de la Ley 100 de 1993, y puesto que, si bien se han expedido reglamentos sobre afiliaciones, cotizaciones y aportes, no se ha hecho lo propio en materia de cobranzas.
La clasificación y declaración formal de la deuda con la seguridad social como incobrable, se ha de cumplir de conformidad con el trámite reglamentario previsto en el Estatuto de Cobranzas, el Decreto 2665 de 1988, que en su artículo 73, dice:

“3. Deudas irrecuperables o incobrables. Se considerarán incobrables, las deudas por aportes, intereses y multas que tengan un mora de 25 ciclos o superior, así como las demás deudas cuyo recaudo no hubiere sido posible lograr a pesar de la gestión de cobro adelantada, por insolvencia del deudor, liquidación definitiva o desaparecimiento de la empresa, o por cualquier otra causa similar, de conformidad con el informe rendido por el apoderado del ISS y la evaluación efectuada por el funcionario de cobranzas responsable. Las deudas irrecuperables o incobrables, deberán ser calificadas por el respectivo órgano directivo del ISS, previo concepto del Comité de Cobranzas de la respectiva Seccional o UPNE. 

También se tendrán como deudas incobrables, las siguientes: a). Las declaradas prescritas por funcionario competente; b). Las que hubieren quedado pendientes de cancelar después de liquidada legalmente una empresa, o de haberse cumplido un Concordato, o terminado el proceso de quiebra, siempre y cuando que la empresa finalice sus actividades; c). Por pérdida del proceso donde se pretendían hacer valer; d). Por muerte o desaparecimiento de hecho del patrono, en los casos en que no opere la sustitución patronal, o no sea cobrable a los herederos o no haya lugar a la declaración de unidad de empresa, o por otra causa similar y e). Las que por ley o reglamento sean tenidas como tales”. 

La consecuencia de declarar unas cotizaciones como incobrables la define la misma perceptiva, en los primeros incisos del artículo 75: 

“ARTICULO 75. EFECTOS DE LA DECLARACION DE INCOBRABLE DE UNA DEUDA. No serán tenidas como cotizadas, ni se acumularán para efectos de las prestaciones propias de los Seguros Sociales, las semanas correspondientes a los períodos de mora y respecto a los cuales los valores se declararon incobrables. 

Cuando una deuda haya sido calificada como "incobrable" por el respectivo órgano directivo del ISS, será descargada contablemente de la "estimación cotizaciones de difícil cobro" y de la "cotización facturada por cobrar".

6.2. Obligación de las entidades administradora de pensiones respecto al manejo de las historias labores
La Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia, mediante providencia SL3691-2021 adoctrinó que las administradoras pensionales, sin importar el régimen que administren, tienen el deber de custodiar, conservar y verificar la información de las historias laborales de sus afiliados, para lo cual deben tener en cuenta lo dispuesto en la Ley 1581 de 2022 respecto al manejo y protección de datos personales. Adicionalmente, recalcó el Alto Tribunal que esta custodia adecuada reviste de vital importancia, en la medida que la observancia efectiva de esta gestión permite que los empleadores cumplan con sus obligaciones pensionales, a la par que evita tardanzas injustificadas en el reconocimiento de las prestaciones del sistema. 

En ese orden, concluyó que “si en esta gestión existen infracciones por parte de los entes administradores de pensiones, es impensable que las consecuencias negativas que ellas deriven puedan trasladarse a los afiliados, y menos cuando las mismas no les son atribuibles.(…) En ese sentido, el efecto del incumplimiento de los deberes de gestión, guarda, conservación y verificación del contenido de la historia laboral debe ser asumido por la entidad administradora, pues esta cuenta con los recursos e infraestructura necesaria y suficiente para identificar con anticipación las inconsistencias que se presenten”.
La postura de la Sala de Casación Laboral es compartida plenamente por la Corte Constitucional, tal como esta Corporación, con ponencia de la Magistrada Alejandra María Henao Palacio en la sentencia del 05 de octubre de 2020, radicado 2018-349, recordó: 

“La Corte Constitucional, por ejemplo ha indicado que la obligación que surge para las administradoras de pensiones respecto del manejo de las historias laborales es la que las vincula con la custodia, conservación y guarda de la información que determina si sus afiliados cumplen con los requisitos de acceso a la pensión y de los documentos físicos o magnéticos en los que esa información reposa
. Así mismo, involucra también el deber de organizar y sistematizar esos datos, sin que sea posible trasladarle al afiliado las consecuencias negativas de dicha infracción, puesto que es la entidad administradora quien debe asumirlos, toda vez que esta quien cuenta con los medios necesarios para gestionar los datos de las cotizaciones y aportes de sus afiliados
”.

Por todo lo anterior, en la providencia SL2657-2023 concluyó la Sala de Casación laboral de la Corte Suprema de Justicia que “la carga de la prueba respecto de las inconsistencias o errores que reposen en las historias laborales recae sobre las entidades administradoras de pensiones, sin que las consecuencias desfavorables puedan trasladarse a los afiliados (…)”.

  
6.3. Naturaleza resarcitoria de los intereses moratorios 

 
 
Señala el artículo 141 de la ley 100 de 1993, que “a partir del 1º de enero de 1994, en caso de mora en el pago de las mesadas pensiónales de que trata esta ley, la entidad correspondiente reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el pago”. 
 
La norma en comento opera como un mecanismo resarcitorio que se activa ante la tardanza en el pago de las mesadas pensionales derivadas de los riesgos de invalidez, vejez y muerte. El resarcimiento previene de la pérdida del poder adquisitivo del dinero y busca reparar el daño patrimonial que supone la demora en el pago de las obligaciones pensionales a cargo de las Administradoras de Fondos de Pensiones. 
 
El carácter particularmente resarcitorio del interés previsto en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, lo emparenta al mundo de las obligaciones objetivas, pues la norma en comento no se detiene en miramientos particulares o subjetivos, ya que solo basta la mora para que, de iure, asome la obligación de pagar intereses moratorios. En cambio, frente a las sanciones, por su relación directa con la conducta del autor del daño antijurídico, es posible que se hable de causales o circunstancias de exoneración, dentro de la que perfectamente cabe, por ejemplo, la buena fe del moroso. Empero, esto no es lo que ocurre cuando nos referimos a los intereses previstos en el artículo 141 de la ley 100 de 1993. 
 
En este mismo sentido se ha pronunciado en múltiples providencias la Sala Laboral de la Corte Suprema de Justicia, entre ellas la sentencia No. 26728 de 2006, donde indicó que con este tipo de intereses se pretende la reparación de los perjuicios causados a quien teniendo derecho a la pensión no recibe oportunamente su valor. De allí se abstrae una naturaleza resarcitoria y no sancionatoria. En este orden, el concepto de buena o mala fe del deudor o las circunstancias particulares que hayan conducido a la discusión del derecho no pueden ser considerados para establecer la procedencia de los intereses moratorios. 
 
Cabe aclarar que, por vía de una interpretación jurisprudencial más cercana en el tiempo, la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia ha consentido una especie de excepción insular a la línea jurisprudencial imperante, pues no la recoge del todo, pero la “modera”, en palabras de la misma Corte, “para aquellos eventos en que las actuaciones de las administradoras de pensiones públicas o privadas, al no reconocer o pagar las prestaciones periódicas a su cargo, encuentren plena justificación bien porque tengan respaldo normativo, ora porque su postura provenga de la aplicación minuciosa de la ley, sin los alcances o efectos que en un momento dado puedan darle los jueces en la función que les es propia de interpretar las normas sociales y ajustarlas a los postulados y objetivos fundamentales de la seguridad social, y que a las entidades que la gestionan no les compete y les es imposible predecir”. (Sentencia de casación No. 46602 de la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia.) 
6.4. Caso concreto

Atendiendo la revisión de la decisión en virtud del grado jurisdiccional de consulta en favor de COLPENSIONES, sea lo primero advertir que para esta Sala acertó la jueza de primera instancia al tener acreditado el vínculo laboral entre la señora MARIA RUBY BEDOYA PEREZ y LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO, de acuerdo con lo siguiente: 
Las señoras MARÍA GEMMA TREJOS SALAZAR y ANA MARÍA ARANGO CARDONA, al rendir testimonio, fueron claras en afirmar que ambas trabajaron al servicio del señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO en el establecimiento “LEO VALENTI” por mucho tiempo hasta el 2002 y 2001, respectivamente y que por ello les consta que la demandante también prestó sus servicios para el mencionado empleador, aproximadamente entre los años 1993 y 2000, cuando la fabrica de confesiones se encontraba ubicada por la Villa Olímpica, toda vez que ambas ya se encontraban trabajando cuando ingresó a laborar la actora y también continuaron con posterioridad al retiro de la demandante. Incluso, dieron cuenta las testigas que, a pesar de hacer los descuentos para el pago de los aportes en pensión, el incumplimiento en las cotizaciones no es un caso aislado de la demandante, sino que ocurrió frente a todas las trabajadoras y que, si ellas no reclamaron, fue porque no lo necesitaron para acceder a la gracia pensional. 
Por otra parte, de la misma historia laboral allegada por COLPENSIONES dentro del expediente administrativo, actualizada al 03 de junio de 2020
, es posible advertir que el hito inicial de la relación laboral entre la actora y el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO corresponde al declarado por la a-quo y pretendido en la demanda, toda vez que en el mencionado documento se evidencia que la primera cotización efectuada por aquel en favor de la señora BEDOYA PEREZ data precisamente del 08 de junio de 1993 y en esta misma fecha se presenta la novedad de ingreso en la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión
 del entonces ISS. 
En cuanto al hito final, se tiene que en la historia laboral actualizada al 03 de junio de 2020 se reporta que el último pago se efectuó el 01 de abril de 1997 y corresponde al periodo de febrero de 1997 sin que se evidencia novedad de retiro. Sin embargo, en la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión
 expedido por el entonces ISS, se advierte que el 23 de diciembre de 1997 el empleador VALENCIA LONDOÑO reportó 30 días laborados para el periodo noviembre de 1997 y, el 04 de febrero de 1998 reportó novedad de retiro en pensión para el periodo de diciembre de 1997 con 16 días cotizados.

Conforme a ello, aun cuando las testigas indicaron que la actora laboró para el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO aproximadamente hasta el año 2000, teniendo en cuenta que en la demanda se alega que la relación se extendió hasta el 30 de diciembre de 1997 y ante el ISS, el empleador reportó como laborado todo el mes de noviembre de 1997 y, adicionalmente, con la novedad de retiro reportada en febrero de 1998 relacionó 16 días adicionales a los 30 del mes de noviembre, debe entenderse que la finalización del vinculo terminó realmente el 16 de diciembre de 1997. 

En consecuencia, se modificará el numeral primero de la sentencia de primera instancia para declarar que la relación laboral se extendió hasta el 16 de diciembre de 1997 y no hasta el 20 de diciembre de 2007, como erradamente quedó consignado en la parte resolutiva de la sentencia, debiéndose entender que el año al que se refería la a-quo era 1997 como lo plasmó en las consideraciones y no el 2007. 
Así, acreditada la existencia de la relación laboral entre el 08 de junio de 1993 y el 16 de diciembre de 1997, con las correspondientes novedades de ingreso y retiro al sistema de seguridad social en pensiones, con lo cual se descarta una falta de afiliación, pasará la Sala a verificar si en efecto, existe mora en el pago de aportes por parte del señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO.
Pues bien, en la historia laboral allegada expedida por COLPENSIONES el 03 de junio de 2020, se reportan las siguientes cotizaciones entre el 08 de junio de 1993 y el 16 de diciembre de 1997: 

	Periodo
	Días

	8/06/1993
	30/06/1993
	23

	8/10/1993
	22/12/1993
	76

	15/03/1994
	31/12/1994
	292

	1/02/1995
	30/06/1995
	150

	1/07/1995
	31/10/1995
	120

	1/11/1995
	30/11/1995
	30

	1/12/1995
	31/12/1995
	17

	1/01/1996
	31/03/1996
	0

	1/02/1997
	28/02/1997
	0


Ahora, en cuanto a los ciclos de cotización relacionados, debe advertirse que al revisar el detalle de pagos efectuados a partir de 1995 se evidencia que los ciclos del 01 de julio de 1995 al 31 de diciembre de 1995 cuentan con la anotación “deuda presunta, pago aplicado de periodos posteriores”, reportándose con 30 días cotizados cada uno, mientras que los ciclos del 01 de enero de 1996 al 31 de marzo de 1996 y de febrero de 1997, se reportan 30 días pero 0 cotizaciones, con la anotación “pago aplicado a periodos anteriores” de lo que se infiere que la administradora pensional imputó los pagos de estos últimos meses a la deuda presunta de julio a diciembre de 1995. Por otra parte, no hay reportes por los periodos de abril al diciembre de 1996, enero y marzo a diciembre de 1997.

En contraste con lo anterior, la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión expedida por el ISS el 14 de octubre de 2008 presenta una información diferente a la reportada por COLPENSIONES en el 2020, en cuanto a los aportes del empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO a partir del 01 de febrero de 1995 y hasta el 16 de diciembre de 1997, a saber:

	Periodo
	Días

	feb-95
	30

	mar-95
	30

	abr-95
	30

	may-95
	30

	jun-95
	30

	jul-95
	0

	ago-95
	0

	sep-95
	0

	oct-95
	0

	nov-95
	30

	dic-95
	20

	ene-96
	30

	feb-96
	30

	mar-96
	30

	abr-96
	0

	may-96
	0

	jun-96
	0

	jul-96
	0

	ago-96
	0

	sep-96
	0

	oct-96
	0

	nov-96
	0

	dic-96
	0

	ene-97
	0

	feb-97
	11

	mar-97
	30

	abr-97
	30

	jun-97
	30

	jul-97
	30

	ago-97
	30

	sep-97
	30

	oct-97
	30

	nov-97
	30

	dic-97
	16


Como puede verse, el entonces ISS no imputó pagos posteriores a periodos anteriores y, adicional a ello reportó cotizaciones en todos los meses de 1997, a excepción de enero, los cuales, sin explicación, ni siquiera presentan novedad o relación en la historia laboral más actualizada por COLPENSIONES, cuando el número de semanas o días debió aumentar -si es que se echaban en falta ciclos- o, como mínimo permanecer igual, más no desaparecer sin mediar justificación. 
En ese orden, tal como lo hiciera la jueza de primera instancia, la Sala encuentra procedente tomar como base para determinar los ciclos dejados de cotizadas por empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión expedida por el ISS el 14 de octubre de 2008, por ser la que se juzga más completa, ante el número mayor de periodos y estar acompañadas de las respectivas novedades. 
De acuerdo con ello, la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión expedida por el ISS da cuenta que el LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO omitió realizar las cotizaciones de los siguientes ciclos: de julio a octubre de 1995, mayo a diciembre de 1996 y enero de 1997, mismos que coinciden con las pretensiones de la demanda y para los cuales no medió la novedad de retiro, además que se encuentran en el medio de ciclos efectivamente cotizados por aquel.
Se aclara que tales ciclos no solo corresponden a los solicitados por la actora, sino a los que encontró como faltantes la a-quo, sin embargo, en la parte resolutiva de la sentencia indicó que los que faltaban correspondían al año 1997, cuando lo eran de 1996, salvo enero. En ese orden se corregirá para evitar futuras confusiones al momento que COLPENSIONES persiga el pago.
Por lo anterior, es evidente que el empleador LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO tiene la obligación de sufragar los periodos omitidos, a la par que, al no haber cumplido en su momento el ISS y posteriormente COLPENSIONES con su obligación de ejercer las acciones de cobro respectivas, de conformidad con lo ordenado en el artículo 24 de la Ley 100/93, le corresponde a la administradora pensional tener en cuenta dichos periodos para el reconocimiento de la pensión de vejez perseguida, así como todos aquellos que aparecen en la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión más no en la historia laboral más actualizada.
En concreto, los aportes que deben tenerse en cuenta en vigencia de la relación laboral con el señor VALENCIA LONDOÑO corresponden a los siguientes, dentro de los cuales se encuentran resaltados en color naranja los periodos en mora y se resaltan en color azul los aportes reportados por el ISS pero que no se incluyen en la historia laboral de COLPENSIONES:
	Periodo
	días
	Semanas

	8-30/06/1993
	23
	3,29

	8/10-22/12/1993
	76
	10,86

	15/03-31/12/1994
	292
	41,71

	feb-95
	28
	4,00

	mar-95
	31
	4,43

	abr-95
	30
	4,29

	may-95
	31
	4,43

	jun-95
	30
	4,29

	jul-95
	31
	4,43

	ago-95
	31
	4,43

	sep-95
	30
	4,29

	oct-95
	31
	4,43

	nov-95
	30
	4,29

	dic-95
	31
	4,43

	ene-96
	31
	4,43

	feb-96
	29
	4,14

	mar-96
	31
	4,43

	abr-96
	30
	4,29

	may-96
	31
	4,43

	jun-96
	30
	4,29

	jul-96
	30
	4,29

	ago-96
	31
	4,43

	sep-96
	30
	4,29

	oct-96
	31
	4,43

	nov-96
	30
	4,29

	dic-96
	31
	4,43

	ene-97
	31
	4,43

	feb-97
	11
	1,57

	mar-97
	31
	4,43

	abr-97
	30
	4,29

	jun-97
	30
	4,29

	jul-97
	31
	4,43

	ago-97
	31
	4,43

	sep-97
	30
	4,29

	oct-97
	31
	4,43

	nov-97
	30
	4,29

	dic-97
	16
	2,29

	Total
	1392
	198,86


En suma, a las 907.86 semanas reconocidas por COLPENSIONES en la historia laboral actualizada a junio de 2020, deben ser agregadas 97.71 semanas por mora patronal y por falta de registro, resultado de descontar a las 198.86 septenarios que corresponde a toda la relación laboral con el señor VALENCIA LONDOÑO los 101.14 que registra COLPENSIONES, alcanzándose así la suma de 1.005.57, de las cuales 523,13 corresponden a los últimos 20 años anteriores al cumplimiento de la edad -25 se septiembre de 1987 al 25 de septiembre de 2007-.
En este punto, atendiendo la apelación de COLPENSIONES, respecto a que se alcanza el número de semanas para la pensión de vejez únicamente por la nueva forma de contabilizar los periodos cotizados de acuerdo con la reciente jurisprudencia lo indicara la Sala de Casación Laboral de la Corte Suprema de Justicia - SL138-2024-, debe advertirse que, aun considerando todos ciclos de cotización como de 30 días, se supera el número de semanas exigidas para adquirir la gracia pensional -521.13-, en el entendido que la diferencia radica no solo en los aportes en mora, sino en aquellos que no fueron contabilizados por COLPENSIONES, a pesar de ser reportados en el 2008 por el entonces ISS. 


Por lo anterior, habrá de confirmarse la sentencia de primera instancia, pues con los ciclos que se echan de menos en las historias laborales, la afiliada alcanzó un total 523.13 semanas cotizadas en los 20 años que antecedieron al cumplimiento de sus 55 años -25 de septiembre de 2007-, lo cual le permitía acceder a la pensión de vejez, al cumplir los requisitos del Acuerdo 049 de 1990. 
Cabe agregar que la actora conservó el régimen de transición alcanzado por tener más de 35 años al 01 de abril de 1994, puesto que antes del 31 de julio de 2010 reunió los requisitos para pensionarse. 

Así, si bien a la actora le asiste derecho a disfrutar de la pensión a partir del día siguiente de su última cotización, 01 de marzo de 2015, como la demanda se interpuso el 17 de marzo de 2022, acertó la jueza de primera instancia en encontrar prescritas las medadas causadas con anterioridad al 17 de marzo de 2019, toda vez que desde el 29 de agosto de 2008 solicitó la prestación económica, empero, le fue negada mediante Resolución No. 11808 de 2008
, adicional a lo cual mediante Resolución GNR 179828 del 18 de junio de 2015
, se le reconoció la indemnización sustitutiva.
Ahora, con relación a la indemnización sustitutiva, se comparte la decisión de la a-quo de ordenar su devolución a COLPENSIONES la suma pagada por este concepto -$6.950.874-, toda vez que el reconocimiento de la prestación subsidiaria no puede impedir el reconocimiento de la prestación principal que es la pensión de vejez, cuando en este caso, la actora realmente sí cumple con los requisitos para acceder a la misma. Sin embargo, atendiendo el grado jurisdiccional de consulta en favor de la administradora pensional, se modificará la sentencia para indicar que el valor debe ser indexado al momento del pago.

De otra parte, no habiendo sido motivo de apelación el monto de la mesada calculada en primera instancia en suma equivalente a un salario mínimo, se confirmará este punto, toda vez que ante el grado jurisdiccional de consulta no es procedente agravar la condena de la administradora pensional, para verificar si procedía una suma mayor, además que es el mismo IBC que se reporta en la totalidad de los aportes de la actora. Adicionalmente, es de advertir que al haber causado la prestación antes del 31 de julio de 2010, a la actora le correspondían 14 mesadas anuales, sin embargo, en virtud del principio de no reformatio en peius en favor de la administradora pensional y como la jueza ordenó el reconocimiento a partir del 17 de marzo de 2019, equiparando el término prescriptivo con la causación del derecho, no queda otro camino que confirmar la decisión en cuanto al reconocimiento de 13 mesadas anuales. 
En consecuencia, se procederá a actualizar el monto de la condena en segunda instancia hasta la fecha de corte del mes anterior a la emisión de la presente sentencia, encontrándose que entre el 17 de marzo de 2019 y el 31 de enero de 2025, COLPENSIONES adeuda a la demandante la suma de $78.292.600, conforme a la siguiente liquidación:

	Año
	Desde
	Hasta
	Causadas
	Mesada 
	 Retroactivo 

	2019
	17-mar-19
	31-dic-19
	10,46
	$ 828.616
	$ 8.667.323

	2020
	1-ene-19
	31-dic-20
	13
	$ 877.803
	$ 11.411.439

	2021
	1-ene-21
	31-dic-21
	13
	$ 908.526
	$ 11.810.838

	2022
	1-ene-22
	31-dic-22
	13
	$ 1.000.000
	$ 13.000.000

	2023
	1-ene-23
	31-dic-23
	13
	$ 1.160.000
	$ 15.080.000

	2024
	1-ene-24
	31-dic-24
	13
	$ 1.300.000
	$ 16.900.000

	2025
	1-ene-25
	31-ene-25
	1
	$ 1.423.000
	$ 1.423.000

	TOTAL
	$ 78.292.600


De la anterior suma, proceden los descuentos con destino al sistema de seguridad social, así como se autoriza a COLPENSIONES a descontar la suma de $6.950.874 pagada por este concepto, debidamente indexada al momento del pago.

En este punto, en respuesta a la apelación de COLPENSIONES, debe advertirse que no es procedente supeditar el reconocimiento pensional al pago del cálculo actuarial por parte del empleador omisivo, como quiera que en este caso no se presentó falta de afiliación que obligue a la elaboración del mencionado título, adicional a lo cual, aun en los casos de falta de afiliación, la Sala ha concluido que no resulta acorde a las normas del derecho laboral y la seguridad social condicionar el reconocimiento y pago de la pensión de vejez de los demandantes hasta tanto sea recibido a satisfacción el monto equivalente a dicho cálculo, pues sería equiparable a añadir un requisito o presupuesto a los establecidos taxativamente en la norma laboral para acceder a la prestación económica, con lo cual se crea una carga que afecta directamente el disfrute de la prestación y contraría los principios de obligatoriedad, solidaridad y universalidad de la Seguridad Social y los derechos y valores consagrados en la Constitución Política de Colombia.
Aclarado lo anterior y atendiendo directamente los argumentos de la apelación de la parte activa, debe indicarse que en este caso hay lugar a acceder al pago de los intereses moratorios desde la fecha indicada por la demandante -17 de marzo de 2019- atendiendo en término prescriptivo, como quiera que desde la primera reclamación efectuada el 29 de agosto de 2008, la actora ya reunía los requisitos para adquirir la gracia pensional y por ello el entonces ISS y posteriormente COLPENSIONES, sin justificación alguna, le negaron el reconocimiento, pasando por alto un número significativo de semanas que fueron inicialmente reportadas en la Relación de novedades Sistema de Autoliquidación de Aportes Mensual – Pensión, así como incumplieron con sus obligaciones para procurar el recaudo efectivo de los ciclos en mora por parte del señor VALENCIA LONDOÑO.
En ese orden, se adicionará la sentencia para ordenar el pago de intereses moratorios a partir del 17 de marzo de 2019 y hasta que se haga efectivo el pago de las mesadas adeudadas. 
De otro lado, respecto a la solicitud de COLPENSIONES de que no se le condene en costas, suficiente es con indicar, en primer lugar, que al haber existido controversia e incluso oposición frente al debate jurídico puesto en conocimiento de la Judicatura, conforme lo faculta el artículo 365 del CGP, hay lugar a condenar en costas a quien resulta vencido en la contienda y, en segundo lugar, en la presente litis quedó acreditado que cuando se reclamó la prestación, se superaban ampliamente los requisitos legales, por lo cual hay lugar a la imposición de costas a la demandada, más aun cuando fue su omisión en ejercer las acciones cobro y manejar en debida forma la historia laboral, la que ocasionó la interposición de este proceso.

Finalmente se condenará en costas procesales de segunda instancia a COLPENSIONES, ante la improsperidad del recurso de apelación. 
 

En mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira - Risaralda, Sala Primera de Decisión Laboral, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley,
RESUELVE
PRIMERO: MODIFICAR los numerales primero, segundo, noveno y décimo de la sentencia proferida el 25 de julio de 2024 por el Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Pereira dentro del proceso ordinario laboral promovido por MARIA RUBY BEDOYA PEREZ en contra de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES- y LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO, los cuales quedarán así:
“PRIMERO:  Declarar que entre la señora MARIA RUBY BEDOYA PÉREZ en su condición de trabajadora y el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO en su condición de empleador, existió un contrato de trabajo vigente del 8 de junio de 1993 al 16 de diciembre de 1997.

SEGUNDO: Declarar que el señor LEONEL ANTONIO VALENCIA LONDOÑO en su condición   de   empleador, incumplió   con   las   obligaciones   frente   al   SSS, concretamente    en   el    régimen    pensional, pues    no   cotizó   los    periodos correspondientes a julio, agosto, septiembre y octubre de 1995; abril, mayo, junio, julio, agosto, septiembre, octubre, noviembre, diciembre de 1996 y enero de 1997, como se explicó precedentemente.
NOVENO: Ordenarle    a la    ADMINISTRADORA    COLOMBIANA    DE    PENSIONES COLPENSIONES que proceda a incluir en la nómina de pensionados a partir del mes de febrero de 2025 a la señora MARIA RUBY BEDOYA PÉREZ en cuantía equivalente a 1 SMLMV y siga haciéndolo hasta cuando se consolide la existencia del derecho.
DÉCIMO: Condenar a COLPENSIONES que pague en favor de la señora MARIA RUBY BEDOYA PÉREZ a título de retroactivo pensional causado entre el 17 de marzo de 2019 y el 31 de enero de 2025 la suma de $78.292.600. Valor del cual se autoriza descontar la suma reconocida por concepto de indemnización sustitutiva -$6.950.874- debidamente indexada al momento del pago, así como efectuar los descuentos por salud.
SEGUNDO: ADICIONAR la sentencia de primera instancia, para CONDENAR a COLPENSIONES a reconocer y pagar en favor de la señora MARIA RUBY BEDOYA PÉREZ los intereses moratorios consagrados en el artículo 141 de la Ley 100 de 1993, a partir del 17 de marzo de 2019 y hasta que efectúe el pago de las mesadas pensionales debidas.
TERCERO: CONFIRMAR en todo lo demás la sentencia de la referencia.
CUARTO: CONDENAR en costas de segunda instancia a la entidad demandada en favor de la parte actora. Liquídense por el juzgado de origen. 
NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE
 
La Magistrada ponente, 

 Con firma electrónica al final del documento
ANA LUCÍA CAICEDO CALDERÓN
La Magistrada y el Magistrado, 
Con firma electrónica al final del documento
OLGA LUCÍA HOYOS SEPULVEDA 
Con firma electrónica al final del documento
GERMAN DARIO GÓEZ VINASCO
� Sentencia T- 585 de 2011, Corte Constitucional.


� Sentencia T- 493 de 2013, Corte Constitucional


� Archivo 42, página 234, cuaderno de primera instancia


� Archivo 42, página 217, cuaderno de primera instancia.


� Archivo 42, página 221, cuaderno de primera instancia


� Archivo 42, página 05, cuaderno de primera instancia


� Página 06, archivo 42, cuaderno de primera instancia
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